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Es claro que el secreto contable, tal y como lo hemos
analizado, debe existir. Sin embargo, ¿hasta qué punto, con qué
matices? Estas son preguntas de necesaria respuesta.

Se trata, a grandes rasgos, de que el derecho tutele los
intereses y derechos de quien lleva la contabilidad, sin por ello
privar al derecho de un medio de prueba idóneo para los hechos
financieros que en ella se hacen constar, motivo por el cual
deberá adoptar una serie de precauciones necesarias.

De un análisis histórico de las legislaciones que han tutela-
do la exposición de la contabilidad, Gertz6 ha extraído las
siguientes conclusiones en este campo:

I . Es una obligación o facultad legislativa a cargo de aque-
llos constreñidos a llevar contabilidad.

I I . Debe existir un interés jurídico que sirva de sustrato
necesario a la intervención judicial.

I I I . Puede desahogarse siguiendo lo prescrito por el derecho
procesal o estableciendo normas particulares en el dere-
cho sustantivo.

IV. De conformidad con la tradición jurídica es posible re-
conocer tres enfoques normativos:

a) El germánico: reconoce la obligación de mostrar la con-
tabilidad a cargo de quien es su autor, delegando el
desahogo de la misma al derecho procesal.

b) El francés* reconoce esta obligación a cargo de quien
lleva la contabilidad, estableciendo en tal sentido dos
figuras autónomas:

i . La comunicación, la cual se encuentra reservada a 
casos particulares determinados por la norma;

ii. La presentación: se desahoga de acuerdo con las
normas del derecho procesal.

6 Gertz, op. cit, pp. 171-172.
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c) La Española: reconoce esta obligación a cargo de quien
la lleva, estableciendo a tal efecto dos figuras:

i . La comunicación, reservada a tres casos particulares, y 
i i . La exhibición, establecida en el derecho sustantivo y 

que da origen a normas particulares que regulan su
desahogo.

En este orden de ideas, tenemos que la legislación nacional ha
seguido el sistema español, tal y como veremos a continuación.

Comunicación

Esta es una institución judicial que se relaciona estrechamente
con: 1. La obligación de llevar la contabilidad; 2. La reserva o 
secreto de su contenido, y 3. La obligación de mostrarla cuando
se presentan determinadas condiciones establecidas por la ley.

En este sentido el artículo 43 del Código de Comercio
establece cuatro casos en los que ésta debe presentarse:

I . Sucesión universal.
I I . Quiebra.

I I I . Liquidación de la compañía.
IV. Dirección o gestión comercial por cuenta de otro.

En cuanto al primer caso, es clara la importancia de la contabi-
lidad, ya que es de explorado derecho que con la muerte el
patrimonio no se altera, sino que cambia de titular, el cual
requiere para su efectividad de un conocimiento financiero del
mismo, en el cual la contabilidad presenta características com-
probatorias únicas.

En cuanto se refiere a la quiebra, es claro que la informa-
ción total del patrimonio es indispensable para determinar si
éste realmente se encuentra en capacidad o no de satisfacer las
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deudas que le agobian, lo cual puede ser demostrado con un
medio idóneo como es la contabilidad. Sin embargo, creemos,
junto con el maestro Rodríguez Rodríguez,7 que se debe tener
en consideración que siendo la suspensión de pagos una insti-
tución similar a la quiebra cabría aquí la posibilidad de una
interpretación analógica.

Idéntica a la anterior es la circunstancia en que se encuentra
el patrimonio sometido al proceso de liquidación, pues sólo
teniendo a la vista el historial contable de éste se puede ajustar
la cuenta del mismo, que es lo que constituye en alto grado la
liquidación.

En cuanto a la cuarta figura, la dirección o gestión comercial
por cuenta de otro, es una forma de expresar, en términos
generales, la relación que tiene su origen en el mandato mer-
cantil. Se ha señalado, por diversos autores,8 que al final del
mismo es justo que se puedan pedir cuentas al mandatario y que
de ahí la lógica de esta disposición.9 En este sentido debemos
ser claros en cuanto a que las cuentas en este negocio, emplean-
do su nombre mercantil: la comisión —ver en este sentido el
artículo 273 del Código de Comercio—, pueden ya de por sí ser
solicitadas, pues, tal y como lo establece el artículo 298, el
comisionista debe rendir, en relación con sus libros, una cuenta
completa y justificada de su cumplimiento. Sin embargo, sos-
tengo que no sólo se refiere al caso de la comisión, sino que este
incluye en cierto grado el caso del factor. En este orden de ideas,
tenemos que el texto del artículo 43 antes referido se refiere a 
la dirección por cuenta de otro, y el artículo 309 del Código de
Comercio expresa, respecto de los factores: " Se reputarán
factores los que tengan la dirección de alguna empresa o esta-
blecimiento fabril o comercial, o estén autorizados para contra-
tar respecto a todos los negocios concernientes a dichos
establecimientos o empresas, por cuenta y en nombre de los 

7 Rodríguez Rodríguez, op. cit., p. 239.
8 Gertz, op. cit., p. 176.
9 En este sentido puede verse a Clemente Soto Alvarez, Prontuario de Derecho

Mercantil, Limusa, México, 1987, p. 73.
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propietarios de los mismos Es claro que el factor encuadra
entre los sujetos que quedarían obligados a exponer sus conta-
bilidades particulares en orden a lo que dispone el artículo 43
referido, pues él mismo dirige un negocio en nombre y por cuenta 
de otro. 

Ha establecido el maestro Felipe de J.Tena,10 respecto a 
estos cuatro casos, lo siguiente: "Y por cuanto a la procedencia
de la comunicación en los cuatro casos referidos, dos razones
la justifican de manera satisfactoria: la imposibilidad de definir
sin un completo conocimiento de toda la negociación del co-
merciante y de todo el movimiento de sus operaciones la situa-
ción jurídica de los interesados, y, sobre todo, un derecho
común que tienen todos estos sobre los bienes de la negociación
y, por consiguiente, sobre sus libros".

En este sentido yo diría que habría que hacer un único
comentario a la tesis planteada por el maestro Tena, sobre todo
en cuanto a la segunda razón, en el sentido de que el derecho
común no es ni puede ser de propiedad, sino que estamos
hablando de un derecho común al conocimiento del contenido
en aquello que les atañe a los interesados, lo cual es muy
diferente, sobre todo desde el punto de vista sustantivo.

Ahora bien, visto lo anterior debemos señalar que surge
una duda lógica: ¿estamos en este caso ante una enumeración
limitativa —numerus clausus— o bien una enumeración pura-
mente ejemplificativa, susceptible de ser ampliada —numerus
aperáis—? En este sentido es claro, como lo expone en su
momento el maestro Felipe de J. Tena,11 que existen otros casos
que incluso modifican lo dispuesto por esta norma. Es el caso,
como se verá más adelante, del derecho de los socios a examinar
la contabilidad de la sociedad en todo momento y no sólo en
caso de liquidación. En este sentido estoy perfectamente de
acuerdo con el maestro Tena en el sentido de que este artículo
debe ser analizado de manera integral, es decir, como parte

10 Tena, Felipe de J. op. cit, p. 187.
11 Ibidem., p. 186.
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integrante de un cuerpo denominado Código de Comercio,
compuesto por un conjunto de artículos interrelacionados en
razón de la materia. Siendo esto así, es necesario integrar a un
análisis del artículo 43 lo dispuesto por la fracción rv del artículo
1151 del mismo Código, el cual establece que uno de los medios
preparatorios de juicio es precisamente la solicitud de los socios
o comuneros al consocio o condueño que los tenga en su poder
que muestre los documentos y cuentas de la sociedad. Esto en
particular, porque en la práctica estamos tratando con una
figura eminentemente procesal12 como lo afirma el maestro
Tena.

Exhibición

La institución de la exhibición se debe a la moderna legisla-
ción española mercantil, la cual en el Código de Comercio de
don Pedro Sáenz de Andino1 3 la establece, así como sus
modalidades.

Estas modalidades, determinadas por la legislación españo-
la, serán las que en la actualidad contemple el Código de
Comercio de nuestro país, del que podemos extraer las siguien-
tes características:

I . La exhibición sólo podrá ser ordenada por el juez com-
petente, que se encuentra conociendo la causa.

I I . Es una institución judicial, establecida por mandato
legal.

I I I . Se encuentra expresamente prohibida la actuación de
oficio en este campo, cuando tenga por objeto determi-

12 Tena, op. cit., p. 186.
13 Gertz, op. cit., p. 177.
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nar si se llevan o no libros por uno de los litigantes
(artículo 42 del Código de Comercio).14

IV. La exhibición en consecuencia sólo puede acordarse en
los dos siguientes casos:

a) Cuando exista interés de parte.
b) Cuando haya responsabilidad, en cuyo caso el juez

puede actuar de oficio, (artículos 43 y 44 del Código
de Comercio).15

V. Las partes sólo podrán pedir al juez la exhibición de la
contabilidad de su contraparte y viceversa.

V I . Para solicitarla o actuar de oficio en su caso, debe haber-
se iniciado el procedimiento, lo que tácitamente excluye
la posibilidad de que se pueda emplear esta institución
en los medios preparatorios de juicio.1 6

V I I . Tiene los siguientes requisitos de forma en cuanto a su
evacuación se refiere:

a) Se debe hacer en el domicilio del comerciante o en el
lugar en que se encuentren los libros en cuestión; lo
que excluye, y así lo hace constar de manera expresa
la legislación mercantil, la posibilidad del secuestro
de los documentos contables a fin de llevarlos ante el
juez (artículos 44-45 del Código de Comercio).

14 Esto significa que la exhibición sólo podrá ordenarse a solicitud de parte, nunca
por iniciativa del juez que tiene a su cargo la causa.

15 Hay cierta contradicción implícita entre la prohibición inicial a la actuación de
oficio y la autorización que aquí se da.

16 Los medios preparatorios son instrumentos procesales mediante los cuales se
establecen o determinan, en su caso, los fundamentos de una acción que se
pretende establecer en un futuro inmediato.
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b) Se debe hacer en presencia del comerciante (artículo
44 del Código de Comercio).

V I I I . En cuanto al fondo, debe reunir los siguientes requisitos:

a) Debe contraerse al punto o puntos controvertidos en
la acción (artículo 44 del Código de Comercio).

b) Se puede ampliar a elementos o cuentas conexas con
la que es objeto principal de la acción cuando esto así
se requiera (artículo 44 del Código de Comercio).

Análisis aparte merece la exhibición de los libros en la sociedad,
en cuanto derecho de los socios de la misma. Este se encuentra
contemplado, según los diversos tipos de sociedad, en el si-
guiente orden:

1. En la sociedad en nombre colectivo, de acuerdo a lo que
dispone el artículo 47 de la Ley General de Sociedades
Mercantiles, los socios no administradores tienen el de-
recho de examinar la contabilidad y los papeles de la
compañía, así como hacer las reclamaciones que estimen
pertinentes.

2. En la sociedad en comandita simple tenemos que por
remisión expresa del artículo 57 es aplicable a la sociedad
en comentario lo dispuesto en el artículo 47, con lo cual
los socios poseen la facultad de examinar los libros y 
papeles contables de la sociedad.

3. En el caso de la sociedad de responsabilidad limitada, el
artículo 73 de la Ley General de Sociedades Mercantiles
se refiere concretamente al libro especial de control de
socios, aportes y transmisión de las partes sociales; el cual
podrá ser revisado por "cualquier persona que demues-
tre interés legítimo", con lo cual esta facultad se extiende
más allá de los socios.
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4. En cuanto a la sociedad anónima tenemos que, de acuer-
do a lo dispuesto en el artículo 173 de la Ley General de
Sociedades Mercantiles, los informes contables y finan-
cieros que elaboren los administradores, de acuerdo a 
lo que dispone la misma ley, deben permanecer a dispo-
sición de los accionistas con quince días de anticipación
a la asamblea general en que se discutirá el mismo,
teniendo derecho a que se les entregue una copia del
mismo.

5. Sobre la sociedad Cooperativa, la Ley de la materia
dispone en su artículo 23, fracción IV en relación con el
artículo 32, que los socios tienen derecho a la informa-
ción y examen de los libros sociales.

Publicidad de la contabilidad: casos particulares

En este campo, la publicación de los resultados contables, vía
balances o informes financieros, más que una excepción al
secreto contable es una obligación de los entes sociales para
con los socios y los terceros con los que tiene relaciones, los
que poseen el innegable derecho a conocer el estado econó-
mico-financiero en que se encuentra la sociedad. Esta posi-
ción se encuentra acorde con la doctrina dominante en este
campo.

En este orden de ideas, tenemos que el artículo 177 de la
Ley General de Sociedades establece que 15 días después de la
fecha en que la asamblea general de accionistas haya aprobado
el balance contable deben publicarse los informes financieros 
que del mismo se derivan. Esta publicación se hará en el perió-
dico oficial de la entidad donde tenga su domicilio la sociedad
de que se trate, y en caso de tener oficinas o dependencias en
varias entidades federativas, ésta se deberá realizar en el Diario 



64

Oficial de la Federación, depositando copia autorizada en el
Registro Público.

Mantilla Molina ha señalado respecto a esta disposición:17

Carece de sanción la norma que obliga a publicar y depositar
el balance, tal vez por ello sea poco observada en la práctica; y 
se explica por la falta de interés de que se haga la publicación
de todas aquellas sociedades anónimas, en que los accionistas
forman un grupo reducido, que fácilmente conoce el balance
sin necesidad de su publicación; ésta es necesaria, principal-
mente en las grandes sociedades anónimas, en las que, como es
característico de este tipo social, existe un gran número de
accionistas y los resultados sociales afectan a la economía
colectiva.

Por su parte, el artículo 105 de la Ley General de Instituciones
de Seguros establece la obligación de publicar los estados finan-
cieros a cargo de este tipo de instituciones, siguiendo en este
sentido los lincamientos que establezca la Comisión Nacional
de Seguros y Fianzas; similar disposición se encuentra en la Ley
Federal de Instituciones de Fianzas, en su artículo 65, y la Ley
General de Organizaciones y Actividades Auxiliares de Crédi-
to, en su artículo 53, norma una disposición similar.

Comentarios finales 

No es necesario señalar la importancia que posee la contabili-
dad, así como el secreto, la publicación y la exhibición de la
misma, en orden a lo que a grandes rasgos se ha analizado.

Lo que se debe señalar enfáticamente es la escasa impor-
tancia que se le ha concedido a esta materia y la ausencia de
necesarias sanciones, en muchos casos, ante el incumplimiento
de normas como las que se han comentado en los párrafos que
anteceden.

17 Mantilla Molina, Roberto. Derecho mercantil, Porrúa, México, 1953, p. 367.
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Debo enfatizar que me refiero a sanciones que no surjan
únicamente de las normas de derecho fiscal —normas que
establecen sanciones concretas respecto a la contabilidad, su
integración y en cierto caso su exhibición—, sino a normas de
derecho mercantil concretamente, que dispongan de la autono-
mía sustantiva suficiente para el caso.
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Introducción

L o s diversos aspectos que se analizarán en el presente ensayo
constituyen uno de los elementos más interesantes de la conta-
bilidad y los libros de los comerciantes, no siempre analizado
con el detalle que merece, prueba de ello, la escasa jurispruden-
cia que se encuentra al respecto.

El análisis que a continuación se expone incluye diversos
aspectos legislativos, doctrinales y juripsrudenciales de esta
materia, que pueden de alguna manera conducirnos a una
concepción un poco más acabada del valor probatorio de la
contabilidad y los libros contables, su relación con la inspección
de libros, en tanto prueba de inspección ocular, y, en general,
de la integración de pruebas de hechos o actos de comercio con
fundamento en estos elementos.

La contabilidad y los libros de los comerciantes
en el Código de Comercio

Las diversas normas que regulan la contabilidad de los comer-
ciantes en el Código de Comercio se encuentran en el Capítulo
III del Título Segundo, del artículo 33 al 46, las cuales se pueden
sintetizar en los siguientes términos:
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a) Existe la obligación a cargo del comerciante de llevar un
sistema contable adecuado (art. 33). 

b) Los requisitos mínimos de este sistema contable serán
los siguientes:

i . Que permita que se individualicen las operaciones y 
se relacionen con los documentos comprobatorios
respectivos.

ii. Que permita relacionarlas con los balances generales
y a estos con las operaciones mismas.

iii. Que permita la formación de estados financieros.
iv. Que permita enlazar los estados financieros con los

balances generales y las operaciones individuales.
v. Con los sistemas de control interno para asegurar la

eficiencia del mismo (art. 33).

c) Se deberán llevar empastados y foliados los siguientes
libros:

i . En el caso de personas físicas, el libro mayor.
ii. En el caso de personas morales, el libro mayor y el

libro o libros de actas.

Esta encuademación se podrá hacer a posteriori, en un
máximo de tres meses siguientes al cierre del ejercicio.
Todo lo anterior sin perjuicio de las disposiciones fisca-
les en la materia (artículo 34 del Código de Comercio).1

d) El contenido del libro mayor según el artículo 35 deberá
ser:

i . Anotación mínima una vez al mes de las cuentas
contables, saldo final del periodo anterior, el total de
los movimientos de cargo o crédito de cada cuenta en
el periodo y su saldo final. 

1 Ver en este sentido el artículo 28 del Código Fiscal en relación con el artículo 26 y 
subsiguientes del Reglamento al Código citado.
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i i . Pueden llevarse mayores particulares por oficina, ac-
tividad o cualquier otra clasificación, pero siempre
deberá existir un mayor general (art. 35).

e) Los registros deben llevarse en idioma castellano
(art. 37).

f) Deben conservarse debidamente archivados los com-
probantes de las operaciones, por un plazo mínimo de
diez años (art. 38), así como los libros, registros y docu-
mentos del negocio, responsabilidad que se extiende a 
los herederos del comerciante (art. 46).

g) La comprobación de que los comerciantes llevan un
sistema contable de acuerdo con los requisitos antes
expuestos no podrá hacerse de oficio por autoridad
alguna (art. 42).

h) No podrá tampoco decretarse a instancia de parte la
comunicación, entrega o reconocimiento de la contabi-
lidad de los comerciantes, sino en los siguientes casos:

i. Sucesión universal.
ii . Liquidación de compañía.

iii . Dirección o gestión comercial por cuenta de otro.
iv. Quiebra (art. 43).2

Fuera de los casos anteriores, esto sólo podrá realizarse
a instancia de parte o de oficio, cuando la persona a 
quien pertenezcan tenga interés o responsabilidad en el
asunto de que se trate (art. 44).

i) El procedimiento del reconocimiento es el siguiente:
i. Se realizará en el lugar en que habitualmente se

guarden o conserven los libros, registros o documen-
tos, o en el que de común acuerdo fijen las partes.

2 Ver en este sentido el ensayo anterior en esta misma obra, donde en alguna medida
se desarrolla un poco más este tema.
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i i . Se hace en presencia del comerciante o de la persona
a quien éste comisione.

iii. Se debe limitar a los asuntos que tengan relación
directa con la acción presentada.

A grandes rasgos, estos son los principales elementos de la
regulación de la contabilidad de los comerciantes en el Código
de Comercio. Como es posible apreciar, la legislación en este
sentido no corresponde a la realidad presente, siendo más bien
propia de un sistema mercantil un tanto primitivo, como podría
ser el caso del existente en el momento en que se emite el
Código de Comercio —1887, en pleno porfíriato—, lo cual
constituye un resago legislativo imperdonable, que exige desde
hace muchos años una adecuación, misma que a la fecha es
urgente, y no sólo en este capítulo, sino en muy diversos capí-
tulos de este Código.

La contabilidad como tipo específico de prueba
en la doctrina jurídica

La contabilidad tiene necesariamente que asumir un papel
probatorio en los litigios de los comerciantes, dado su conteni-
do. Esta, como resumen histórico-contable, debe probar en
favor o en contra del comerciante, según el caso, ya que la
normativa que se ha reseñado no sólo establece la obligatorie-
dad de la misma, sino que constituye un conjunto de factores
cuyas formalidades están determinadas por ley, los cuales deben
ser claro reflejo de las actividades realizadas, su contenido, su
valor, etcétera. Esto es así, al punto de que se ha considerado
que uno de los destinos fundamentales del informe contable es
servir de prueba jurídica en asuntos realcionados con informa-
ción financiera.3 Sin embargo, entre los tratadistas el tema no
ha estado excento de discusión, sobre todo en cuanto se refiere

3 Gertz Mañero, op. cit., p. 183.



ASPECTOS DOCTRINALES, LEGALES Y. 73

al valor probatorio de los mismos, pudiendo señalarse diversas
tesis que van desde aquéllas que señalan que la contabilidad
trasluce toda la vida jurídica de la empresa, hasta aquellas que
la niegan.4

Entre los que sostienen la primera tesis se encuentran
Bayart y Rodríguez Robles. Este último sostiene:5 "La contabi-
lidad refleja hechos jurídicos siempre y en todo caso; unos con
un contenido patrimonial inmediato y otros con un contenido
sólo de expectativa, que a lo mejor, incluso puede no llegar
nunca a materializarse".6

En este orden de ideas, Michele Spinelli,7 cuando analiza
las pruebas fuera de proceso, en las hipótesis legales que entran
en la orientación sustancialística, determina que este puede ser
el caso de los libros de comercio y libros sociales, en aquellas
circunstancias en que la ley vincula la existencia y contenido de
una operación al contenido de los libros donde se reseñan,8

sobre todo cuando de los mismos nace la acción ejecutiva de
manera directa sin la mediación del proceso (en nuestro país
este es el caso de los contadores o directores contables de
bancos, empresas de seguros, en los cuales la certificación del
contenido de sus registros contables, por ellos expedida, ad-
quiere fuerza ejecutiva). Esto significa que de manera extra-
procesal, los libros contables y sociales adquieren una fuerza sui 
generiSy e inciden directamente en el proceso en un momento
dado, incluso con existencia anterior al mismo.

Lo anterior, en virtud de una posición en el esquema tem-
poral y en particular relacionado con el proceso. Sin embargo,
nos encontramos con que los libros contables y sociales en

4 Ibidem, p. 185.
5 Gertz, op. cit., p. 186.
6 En este sentido, podemos entender los hechos jurídicos como "todo fenómeno

temporal importante para el derecho, sea evento o comportamiento, relevante o 
eficaz, causal o efectúa!". Víctor Pérez Vargas, Los hechos jurídicos, Editorial
Juricentro, C.R., 1979, p. 22.

7 Spinelli, Michele, Las pruebas civiles, Ediciones jurídicas Europa América, Buenos
Aires, 1973, p. 122 y ss.

8 Ibidem., p. 134-5.
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cuanto prueba, tienen por lo menos otra faceta que vale la pena
considerar: la de posible confesión que los mismos implican,
respecto de los actos reseñados, y que conforman su contenido.
Spinelli9 considera que el caso de los libros contables o sociales
es uno en el cual el documento adquiere las características de
confesión, la cual ciertamente no se puede reservar exclusiva-
mente para el momento procesal. Es decir, los libros contables
y sociales adquieren lo que se puede denominar una eficacia
confesoria: el comerciante cuyos actos se reflejan en ellos se
asume, confiesa su existencia y contenido de acuerdo al conte-
nido de estos. Panuccio, sin embargo, niega la naturaleza con-
fesoria de los asientos contables, asignándoles un valor
puramente formal.10

Sin embargo, independientemente de las diversas tesis que
se han planteado, tenemos que existen, por parte de aquellos
autores o sistemas que admiten el carácter y valor probatorio
de la contabilidad, una serie de principios que se pueden sinte-
tizar en los siguientes términos:

a) Reconocer a la contabilidad como medio de prueba: este
es el génesis mismo de esta materia y requisito sine qua 
non para que la contabilidad asuma su papel en el campo
de las pruebas. En este orden de ideas, tenemos que los
artículos 42 al 45 del Código de Comercio regulan el
procedimiento mediante el cual la contabilidad puede
constituirse en prueba dentro o fuera de los procesos
judiciales, con lo cual se da por tácitamente aceptado
este principio en nuestro sistema jurídico mercantil.

b) Reconocer que la contabilidad como medio de prueba
sólo se refiere a comerciantes y por actos de comercio:
al incluirse en el título Segundo "De las obligaciones
comunes a todos los que profesan el comercio", el Ca-
pítulo Tercero "De la contabilidad mercantil", en el

9 Ibid,pp. 168-9.
10 Panuccio, La naturaleza jurídica de los Registros Contables, Nápoles, 1964, pp. 19 y ss.
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Código de Comercio, tenemos que hay una admisión
tácita de este principio, por cuanto el mismo establece
que la obligación de llevar la contabilidad se refiere
exclusivamente a los comerciantes. Sin embargo esto se
ha transformado al introducirse la legislación fiscal, que
establece la obligatoriedad de llevar un sistema contable
para todos los contribuyentes, independientemente de
si son o no comerciantes.11

c) Reconocer que los libros de comercio prueban en contra
de quien los lleva, principio que a su vez es correlativo
del que afirma que los libros pueden, eventualmente,
probar a favor de quien los lleva. Este principio encuen-
tra su fundamento en el principio general de derecho
procesal, que establece que en documentos privados
nadie puede constituir un título a su favor.12

d) Reconocer que cuando los informes contables son ofre-
cidos como prueba, y a pesar de que los registros de
ambas partes sean llevados conforme a derecho mues-
tren contradicción, se tendrá que prescindir de este me-
dio de prueba. Este es el caso de la contradicción de
pruebas, para el cual establece que las pruebas contra-
dictorias se excluyen mutuamente cuando son del mismo
grado. Es importante observar que, en términos genera-
les, una contradicción entre sistemas contables implicará
necesariamente la posiblidad del error o el fraude con-
table en alguno de los dos sistemas, lo cual no necesaria-
mente puede ser apreciado por el juez en el proceso; sin
embargo, sería deseable, en este caso, que se solicitara
la intervención del Ministerio Público al efecto de deter-
minar la existencia o no de una acción delictiva.

11 En este sentido véanse los artículos 28 del Código Fiscal y 26 y subsiguientes del
Reglamento al mismo.

12 Ver en este sentido los artículos 1241, 1242, 1243, 1244 y 1245 del Código de
Comercio, así como el artículo 203 del Código Federal de Procedimientos Civiles,
en su relación con el 210 del mismo cuerpo legal.
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Ahora bien, para concluir con este título tenemos que señalar
que es imposible que la prueba documental contable por sisóla
realice o satisfaga su función probatoria en proceso, en virtud
de que es necesario que la misma se relacione cuando menos
con otras dos pruebas: la inspección judicial y el peritaje. En el
primer sentido, por ser una forma de comprobar la existencia y 
contenido de los mismos, por parte de la autoridad juzgadora,
y por la otra, porque el perito es quien posee los conocimientos
técnicos suficientes para interpretar el contenido de los docu-
mentos y libros contables.

Aspectos jurisprudenciales de la contabilidad
como instrumento de prueba

Al pasar revista, como lo hemos hecho, a las principales dispo-
siciones en materia contable en nuestro Código de Comercio,
no podemos menos que sorprendernos por su limitado alcance
y su escazo desarrollo. Esto hace que adquiera importancia
cardinal la intepretación que puedan haber dado los tribunales
a estas normas.

En primer término, tesis de 1925 y 1928, ya señalaban el
principio vigente en derecho mercantil, al cual nos referimos
con el literal c) de la sección anterior: prueban en contra del
comerciante:

Contabilidad mercantil.- Si los libros del adversario están lleva-
dos con todas las formalidades legales, hacen prueba contra el
colitigante. Beascoa Francisco, p. 453, Tomo XVII, Quinta Epo-
ca, 1925.

Contabilidad mercantil.- Los libros de los comerciantes prue-
ban en contra de ellos, sin admitirles prueba en contrario.
Salmans, Levy B. Sent, de 25 de septiembre de 1928, Tomo
xxrv, p. 279.
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Esta tesis se traducirá con posterioridad en la jurisprudencia
número 180 visible en el Apéndice de Jurisprudencia de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación, 1917-1985, cuarta
parte, página 539, y con posterioridad con el número 1118,
visible en las páginas 1792-1793, del Apéndice de Jurispruden-
cia 1917-1988.

Mismo principio que vendrá a ser ratificado y en alguna
medida ampliado en fecha reciente, como lo es la tesis apareci-
da en el Informe del Presidente de la Suprema Corte de Justicia
de la Nación, 1980, Tomo I I , Tercera Sala, p. 50, la que al texto
expresa:

Libros de contabilidad de los comerciantes. Su valor pro-
batorio. Atento a lo establecido por el artículo 1295 del
Código de Comercio, los libros de contabilidad de los
comerciantes sólo hacen prueba plena contra ellos, sin
admitir prueba en contrario, y excepcionalmente contra
otros comerciantes en los casos que expresamente prevé
dicho precepto, pero no contra las personas que no
tienen la calidad de comerciante.

Como es evidente, esta última tesis plantea aún con más clari-
dad el principio expuesto en el citado literal c), define clara-
mente no sólo el valor de la prueba, sino la imposibilidad de su
contradicción, reiterando así mismo el principio que se ha
comentado, en el sentido de que esta disposición es aplicable
únicamente a los comerciantes.

La jurisprudencia 1118 antes referida, por otra parte, pre-
senta diversas tesis relacionadas que poseen importancia como
parte del presente comentario:

1. Libros de los comerciantes, su valor probatorio. La fracción I 
del artículo 1295 del Código de Comercio señala como condi-
ción indispensable para graduar la fuerza probatoria de los
libros de contabilidad de los comerciantes, que el adversario,
al comerciante que presentó sus libros enjuicio, haya aceptado
ese medio de prueba, y entonces los asientos de tales libros
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prueban para dicho adversario, tanto en lo que le son favorables
como en lo que le perjudiquen. Quinta Época, Tomo LV, p.
1623. Sánchez Vda. de Fuentes María.

Esta tesis plantea una situación particular, en cuanto a la acep-
tación del medio de prueba por parte de los litigantes, lo que se
traduce en el mutuo beneficio —y perjuicio mismo, si es el
caso—, que se puede derivar del medio probatorio en comen-
tario.

2. Libros de los comerciantes. Su inspección .-Si bien es verdad que
el artículo 43 del Código Mercantil autoriza, tratándose de
sucesiones, el reconocimiento de libros y documentos, también
lo es que dicho reconocimiento sólo puede tener lugar como
diligencia de inspección judicial, puesto que no existe precepto
alguno que autorice la entrega o exhibición de una contabilidad
en general y de los documentos concernientes a la misma, a una
persona extraña, por más que ésta sea un perito, nombrado por
un juez, y aun cuando los herederos en la sucesión del gerente
y socio de la negociación requerida tengan iguales derechos que
los que aquél tendría para enterarse y examinar la contabilidad,
y no tratándose del ejercicio del precitado derecho, la inspec-
ción es improcedente, con tanta razón, cuando no se han cu-
bierto las formalidades que para ese examen exije la ley, en
garantía de terceros, en los litigios o acciones extrajudiciales de
uno de los integrantes de la propia sociedad; por otra parte si
ésta, por estimarse extraña al procedimiento, se opone a sumi-
nistrar los libros como se le ordenó, los interesados en el mismo
procedimiento están en aptitud de usar los medios preparato-
rios de juicio contra la sociedad, para lograr dicha exhibición,
procedimiento en el que la misma sería oída. Quinta Epoca:
Tomo LUI, p. 2760, Rodríguez y Tenores, sucs.

Esta tesis es interesante porque plantea una serie de elementos
de carácter operativo en materia de pruebas, referido a la
contabilidad en tanto tal, como son los siguientes:



ASPECTOS DOCTRINALES, LEGALES Y... 79

a) Independientemente de que la contabilidad asume el
carácter de prueba documental, debe ser examinada.

b) Este examen debe darse siguiendo el procedimiento de
inspección judicial13 que la propia ley determina, y no
bajo la figura del peritaje.

c) Lo anterior no sólo por mandamiento de ley, sino por el
hecho de que la inspección judicial es la prueba que nos
permite adquirir el conocimiento directo, por el sujeto
idóneo para ello, de la contabilidad misma. La interpre-
tación de su contenido es ya otro asunto, y éste si corres-
ponde ciertamente a un perito, quien interpreta de
acuerdo a sus conocimientos el contenido de ésta, pero
no es el sujeto idóneo para inspeccionarla y hacerse
conocedor, con fe pública, de su existencia, pues para
ello existe el procedimiento de inspección judicial.

Comentarios finales 

Como ha sido posible apreciar de una manera bastante somera,
es difícil precisar un área definida en cuanto al valor probatorio
de la contabilidad y su trascendencia jurisprudencial en nuestro
país.

Lo anterior adquiere, sin embargo, cada vez mayor impor-
tancia, por cuanto, esta se ha ido trasladando del campo mer-
cantil al fiscal, por razones obvias de carácter pragmático y 
propias de un sistema jurídico donde el derecho fiscal asume
cada vez más un papel cardinal, en detrimento de normas de
otro orden, como es el caso de este tipo de normas del Código
de Comercio. Esto encuentra a su vez asidero en el hecho
innegable de que el Código de Comercio se encuentra desfaza-

13 En este orden de ideas es importante señalar que la inspección j udicial consiste en
la participación del juez, quien se cerciora, aclara o fija hechos relativos a la
contienda judicial, cuando éstos no requieren conocimientos técnicos especiales.
En este sentido pueden verse los artículos 161 a 164 del Código de Procedimientos
Civiles Federal.
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do respecto del tiempo presente, no es posible considerar como
eficaz un código que ya tiene más de un siglo de existencia.

Por último, el desarrollo de la materia fiscal no es motivo
para que la legislación mercantil, y en concreto el Código, siga
en el estado de inadecuación en que se encuentra. Es ya una
necesidad de los tiempos presentes una reforma integral a la
legislación de la materia.
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Introducción

Con las reformas al Código Fiscal Federal, vigentes desde
1991, así como las de la denominada miscelánea fiscal de 1993,
tenemos que el Dictamen de Estados Financieros por Contador
Público Autorizado asume un carácter y una importancia que
en años anteriores no poseía y sobre todo un carácter de
obligatoriedad que no sólo es inusitado e innovador, sino que
se convierte, dada la forma en que se establece, en una figura
discutible.

Siendo esto así, se hace necesario recapitular rápidamente
las condiciones que debe reunir, por una parte el contador
público para realizar tal dictamen, y por otra, algunas alterna-
tivas que en torno a esta figura se presentan en la legislación y 
el reglamento de la materia, que hacen particularmente intere-
sante su normativa.

Este será un examen somero, sin pretender profundizar en
extenso en la materia y con el afán de exponer un cuadro
integral del tema en comentario.

El valor probatorio del dictamen de
contador público autorizado

Es importante dejar establecido que de acuerdo al artículo 52
del Código Fiscal de la Federación —en adelante el Código—,
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se presume cierto el contenido del dictamen en referencia,
salvo prueba en contrario, siempre y cuando cumpla con los
requisitos previstos en el mismo Código.

En este orden de ideas tenemos, pues, que el dictamen goza
de lo que. jurídicamente se denomina una presunción iuris 
tantum, es decir, una presunción de certeza y verdad, mientras
no se presente prueba de igual o mayor valor que demuestre la
falsedad de su contenido.

Es importante tener esto en consideración, pues si bien
el sistema de Dictamen Financiero por Contador Público
Autorizado otorga un alto grado de seguridad al contribuyen-
te, en cuanto se refiere al cumplimiento de sus obligaciones
fiscales, esta seguridad no es absoluta, pudiendo proceder la
autoridad competente en materia fiscal a revisar el dictamen
mismo, en orden a las disposiciones legales y reglamentarias
pertinentes, y no sólo eso, puede, dado el caso, desvirtuar
total o parcialmente su contenido mediante los medios de
prueba convenientes.

El registro del contador público, sus características,
sus requisitos: Primer requisito del dictamen

Al referirnos líneas atrás al valor de los dictámenes de contador
público autorizado, señalamos que tenía el valor de una presun-
ción iuris tantum, siempre y cuando reuniera los requisitos
previstos por el Código, debiendo en consencuencia analizar el
primero y fundamental de tales requisitos, como es el presente.

En este sentido, tenemos que el artículo 52 del Código, en
su fracción primera, establece como primero de ellos el si-
guiente:

Que el contador público que dictamine esté registrado ante las
autoridades fiscales para estos efectos. Este registro lo podrán
obtener únicamente las personas de nacionalidad mexicana
que tengan título de contador público registrado en la Secreta-
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ría de Educación Pública y que sean miembros de un Colegio
de contadores reconocido por la misma Secretaría.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público ha constituido el
Registro de contadores públicos, con el fin de proporcionar a 
quienes se inscriban en él, la autorización para emitir su opinión
sobre los estados financieros de los contribuyentes. Al efecto
tenemos que el mismo código en la fracción transcrita presenta
los requisitos que debe reunir como de carácter previo o de
"calidad":

a) Mexicano por nacimiento.
b) Con título de contador público registrado en la Secreta-

ría de Educación Pública.
c) Incorporado a un Colegio de Contadores reconocido

por esta Secretaría.

Reunidos estos tres requisitos el contador debe presentar la
solicitud ante las autoridades fiscales competentes, acompa-
ñando copia certificada de los documentos que señala el artícu-
lo 45 del Reglamento del Código Fiscal de la Federación —en
adelante el Reglamento—, y que al efecto son los siguientes:

• El que acredite su nacionalidad mexicana.
• De la cédula profesional emitida por la Secretaría de

Educación Pública.
• De la constancia emitida por el Colegio de Contadores

Públicos que acredite su calidad de miembro activo, con
una antigüedad no superior a dos meses respecto de la
fecha de presentación.

A ello se agrega un cuarto requisito consistente en la declara-
ción hecha bajo protesta de decir verdad de que no se encuentra
sometido a proceso o condenado por delito de carácter fiscal o 
delito intencional que amerite pena corporal.
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Ahora bien, de la relación entre el artículo 31 del Código
—que establece la obligación de presentar las solicitudes ante
las autoridades fiscales en formas especiales aprobadas al efec-
to—, y la "Resolución que establece Reglas Generales y Otras
Disposiciones de carácter fiscal para el año 1991", publicada en
el Diario Oficial de la Federación el día 15 de marzo de 1991,
tal solicitud se debe presentar en la forma que se encuentra en
el anexo I de esta última, la cual deberá ser presentada por el
contador público ante las autoridades competentes, por cua-
druplicado, acompañando copia certificada de la siguiente do-
cumentación, tal y como lo señala la misma forma:

• Acta de nacimiento o carta de naturalización en su
caso.

• Título profesional ( anverso y reverso ).
• Cédula profesional emitida por la Secretaría de Educa-

ción Pública (anverso y reverso).
• Constancia emitida por Colegio de Contadores Públicos,

reconocido por la Secretaría de Educación Pública, que
acredite su calidad de miembro activo expedida dentro
de los dos meses anteriores a la fecha de presentación de
la solicitud.

Es interesante comentar, respecto a estos requisitos, que la
forma fiscal va más allá del Código en cuanto al segundo
numeral antes citado, en virtud de que la ley de la materia no
establece la obligatoriedad de la presentación del título profe-
sional, requisito que en consecuencia podría perfectamente
considerarse ilegal, dado que ni la norma reglamentaria, ni
ninguna otra de menor rango puede establecer requisitos que
vayan más allá de los establecidos por la norma legal —principio
de reserva de ley—, como lo hacen las autoridades hacendarías
en este caso concreto.
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La capacidad, profesionalismo, imparcialidad
y libre criterio: Segundo requisito del dictamen

La fracción segunda del artículo 52 antes referido establece:

Que el dictamen se formule de acuerdo con las disposiciones
del reglamento de este Código y las normas de auditoría que
regulen la capacidad, independencia e imparcialidad profesio-
nal del contador público, el trabajo que desempeña y la infor-
mación que rinda como resultado del mismo.

A) Sobre la imparcialidad y libre criterio 

A este efecto tenemos que el artículo 53 del Reglamento
desarrolla lo que expone la norma legal citada, desde la pers-
pectiva de los posibles impedimentos originados en el hecho de
no reunir los requisitos de imparcialidad e independencia; en
términos que podemos resumir estableciendo que existen tres
tipos de impedimientos particulares y uno genérico, tal y como
se enumera a continuación:

/. Genérico 
El dispuesto en la fracción v i l del artículo reglamentario, en el
sentido de que será impedimento todo vínculo no especificado
en las fracciones anteriores, entre el contador y el contribuyen-
te que coarte su independencia e imparcialidad de criterio.

//. Particulares 
a) En virtud del parentesco o afinidad : refiriéndose en este

caso a:
• Cónyuge.
• Parientes por consanguinidad en línea recta sin limita-

ción de grado o transversal hasta el cuarto grado.
• Parentesco civil en línea recta sin limitación de grado o 

transversal hasta el cuarto grado.
• Parentesco por afinidad dentro del segundo grado.
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Estos, entre el contador público y :
— El propietario de la empresa.
— El socio principal de la empresa.
— Un director, administrador o empleado que tenga

intervención importante en la administración.1

b) En virtud del puesto o cargo que se desempeñe o se haya
desempeñado:

En este campo son tres las fracciones que presentan
impedimentos de este orden:
• La fracción II señala que constituye impedimento para

actuar en el campo de este estudio, el que el contador
público sea o haya sido, en el ejercicio fiscal a dictaminar:
— Director.
— Miembro del consejo de administración.
— Administrador.
— Empleado del contribuyente, empresa afiliada o sub-

sidiaria o vinculada económica o administrativamen-
te a él.

En este sentido la misma fracción aclara que el haber desempe-
ñado el cargo de Comisario de la sociedad no es por sí solo,
impedimento para efectuar el dictamen en comentario.

Es importante, así mismo, enfatizar que este impedimento
se refiere al desempeño de estos cargos en el ejercicio fiscal 
sometido a dictamen, no constituyendo, en consecuencia, im-
pedimento alguno el haberlo desempeñado en ejercicio ante-
rior o posterior.

• El ser agente o corredor de bolsa en ejercicio, tal y como
dispone al efecto el artículo citado en su fracción V .

1 Conviene aclarar que parentesco por consanguinidad es el existente entre perso-
nas que descienden de un mismo progenitor; el parentesco civil es el que surge
entre el adoptante y el adoptado y el parentesco por afinidad es el que se presenta
entre el marido y los parientes de la mujer o entre ésta y los parientes del marido.
De Pina, Rafael, Diccionario de derecho, Porrúa, México, 1978, p. 297.
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• Ser funcionario o empleado del:
— Gobierno Federal.
— De las entidades Federativas coordinadas en materia

de contribuciones federales.
— De un organismo descentralizado competente para

determinar contribuciones.3

c) En virtud de una relación económica o de negocios:
En este sentido las fracciones III y IV señalan que quien

tenga o haya tenido en el ejercicio fiscal que dictamine
alguna injerencia o vínculo económico con los negocios del
contribuyente que impida mantener su independencia e 
imparcialidad, o quien reciba, por cualquier circunstancia o 
motivo, participación directa en función de los resultados
de la auditoría, o bien que su emolumento por el dictamen
dependa del resultado de éste se encuentra impedido para
actuar como contador público dictaminador de los estados
financieros del contribuyente en cuestión.

B) Sobre la capacidad 

En este campo tenemos que el artículo 52 del Reglamento
dispone en su fracción I , que la capacidad se demuestra median-
te la vigencia de su registro y la ausencia de impedimentos: El

2 Se refiere en este caso a los diversos estados integrantes de la Federación que han
suscrito un convenio de coordinación fiscal con la Federación, de acuerdo a la Ley
de la materia.

3 Este último extremo merece csmentario en el sentido de que no abarca esto la
totalidad de los entes descentralizados, sino que se limita a aquellos que tienen el
carácter de entes parafiscales, a los que el reglamento con escaza técnica jurídica
se refiere con el concepto de "competetentes para determinar contribuciones". Y 
es que es claro que se refiere a entes parafiscales, si entendemos por ellos a los
entes cuyas recaudaciones reúnen los tres caracteres qüe señala muy atinada-
mente el maestro De la Garza:
a) Prestaciones obligatorias.
b) No se trata de ninguno de los cuatro tipos de tributos establecidos por el

artículo 2 del Código.
c) Están establecidos a su favor, en tanto organismos públicos descentralizados.

De la Garza, op. cil, pp. 368-369.
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contador público es capaz de dictaminar cuando su registro se
encuentra al día y no existe impedimento alguno para que
ejerza su actividad profesional específica.

C) Sobre el profesionalismo 

En cuanto a este requisito tenemos que el artículo 52 reglamen-
tario, en su fracción I I , dispone los siguientes elementos como
parte del requisito de profesionalidad que debe reunir el con-
tador público dictaminante:

• Que la planeación del trabajo y la supervisión del mismo,
permita allegarse los elementos de juicio suficientes para
que el contador elabore el dictamen.

• El estudio y evaluación del sistema de control interno del
contribuyente permita al contador la determinación tan-
to del alcance como de la naturaleza misma de los pro-
cedimientos de auditoría que habrán de emplearse.

• Que los elementos probatorios e información referida
en estados financieros y en las notas relativas sean sufi-
cientes, a la vez que razonables, para que permitan su
adecuada interpretación.

Establece la misma norma, en el artículo citado, que pueden
presentarse excepciones a lo anterior, mismas que el contador
público deberá mencionar, tanto como sus efectos en los esta-
dos financieros. 

El informe sobre la situación fiscal del contribuyente:
Tercer requisito del informe

Dispone la fracción tercera del artículo 52 del Código que el
tercer requisito que debe reunir el dictamen financiero es un
informe que se debe elaborar conjuntamente con el dictamen,
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cuyo contenido será la situación fiscal del contribuyente, en el
que se consignen, con el formalismo de la protesta de decir
verdad, los datos que disponga el Reglamento, el cual en su
artículo 54 señala que este informe se integrará de la siguiente
manera:

a) Se debe declarar bajo protesta de decir verdad, en aten-
ción a la fracción I del artículo en comentario:

i . Que se emite el informe en apego a las normas legales
y reglamentarias pertinentes (al efecto el artículo 52
del Código y el 54 del Reglamento).

i i . Que este informe se hace en relación con la revisión
practicada conforme a las normas de auditoría y a los
estados financieros del contribuyente.

b) Se declarará que dentro de las pruebas selectivas, lleva-
das a cabo en orden a los procedimientos de auditoría,
se examinó la situación fiscal del contribuyente respecto
al período auditado, debiendo señalarse si se observó
omisión alguna o no y, en caso afirmativo, hacerlo cons-
tar expresamente.

c) Que se verificó el cálculo y entero de:
i . Contribuciones federales que se causen en el ejercicio.

i i . Las cuotas obrero patronales cubiertas o enteradas al
IMSS, debiendo manifestar cualquier diferencia o pa-
go omitido.

d) Se manifestará haber examinado las siguientes partidas:
i . La conciliación entre el resultado contable y el fiscal

para efectos del ISR.
i i . La conciliación entre los ingresos dictaminados y los

declarados para efecto de las contribuciones causadas
en el ejercicio.
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iü. La conciliación de registro contables con la declara-
ción del ejercicio y cifras dictaminadas respecto del
IVA.

e) Se manifestará haber revisado las declaraciones comple-
mentarias presentadas en el ejercicio en examen.

f) Se manifestará haber revisado la determinación y pago
de la participación en las utilidades de los trabajadores.

g) Se manifestará haber revisado los saldos de las cuentas
señaladas en el inciso a), fracción VI del artículo 50 del
Reglamento.

h) Si el contribuyente es responsable solidario como rete-
nedor en la enajenación de acciones por residentes en el
extranjero, debe hacerse mención de ello, debiendo in-
dicarse, si es el caso, que no hubo retención.

i) Se revisarán los resultados por fluctuación cambiaría.

j) Se revelarán los saldos y las transacciones con sus prin-
cipales accionistas, subsidiarias, asociadas y afiliadas.

k) El contador público debe señalar su nombre y número
de registro que lo autoriza a dictaminar, así como firmar
el informe.

El contenido altamente técnico y minucioso de este informe
hace que él mismo adquiera en extensión y valor sustantivo una
importancia casi paritaria con el dictamen de estados financie-
ros mismo, del cual se supone o sugiere, en cierto momento,
que es un anexo.
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Documentos y anexos que presentará el contribuyente

El contribuyente que presenta dictamen de estados financieros, 
en orden a lo que establece el artículo 50 del Reglamento, debe
presentar a las autoridades hacendarías los siguientes docu-
mentos:

a) Carta de presentación del dictamen: señalando sus ge-
nerales hace la presentación del dictamen y los docu-
mentos que acompaña al mismo.

b) El dictamen del contador público, de sus estados finan-
cieros, de acuerdo a las normas que al efecto haya esta-
blecido su propio Colegio en orden a lo que establece el
artículo 51, fracción L 

c) Los siguientes estados financieros que sirvieron de fun-
damento al contador para su dictamen:

i . Estado de posición financiera.4

i i . Estado de resultados.5

iü. Estado de variaciones en el capital contable.6

iv. Estado de cambios en la situación financiera con base
en efectivo.

Estos dictámenes deben ir suscritos por el contribuyente, así
como presentarse en forma comparativa con el ejercicio inme-
diato anterior, en orden a lo que dispone al efecto el artículo
51, fracción I I .

d) El informe sobre la revisión de la situación fiscal del
contribuyente, emitido por el contador público.

4 Este es un estado financiero que informa acerca de la situación financiera de un
contribuyente en términos de activos, pasivos y capital en una fecha determinada.

5 Refleja los resultados de la actividad económica financiera en un periodo dado.
6 Refleja las variaciones en el capital social y las reservas en un periodo dado.
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e) Los siguientes anexos a los estados financieros: 
i . Análisis comparativo por subcuentas de los gastos de

fabricación, de administración, de venta, financieros
y cualesquiera otros.

i i . Relación de las contribuciones a cargo del contribu-
yente o en su carácter de retenedor, ello bajo protesta
de decir verdad.

iii. Conciliación entre el resultado contable y el fiscal
para efecto del impuesto sobre la renta.

ív. Conciliación entre los ingresos dictaminados y los
declarados para efectos del impuesto sobre la renta,
IVA y, en su caso, del impuesto especial sobre pro-
ducción y servicios.

v. Relación de las contribuciones por pagar al cierre del
ejercicio a cargo del contribuyente como tal o como
retenedor.

vi. Conciliación de registros contables con la declaración
del ejercicio y con las cifras dictaminadas respecto del
impuesto al valor agregado.

De acuerdo a lo que establece el artículo 51, fracción ni, estos
anexos deben reunir las siguientes características:

a) El número 1. anterior, debe referirse a los dos últimos
ejercicios anteriores.

b) El enumerado con el 2. anterior, debe reunir una serie
de requisitos, tal y como se señalan en el artículo 51,
fracción ni referido, entre los cuales conviene resaltar
las diversas menciones específicas según el tipo de im-
puesto de que se trate.

c) En cuanto a la conciliación entre el resultado contable y 
el fiscal, para efecto de impuesto sobre la renta, la misma
ley, en el artículo referido, establece cinco aspectos
particulares que deben resaltarse:
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i . Ingresos fiscales y deducciones contables que se su-
man.

ii . De ingresos contables y deducciones que se restan;
iii . Pérdida en la enajenación de acciones si esto se llevó

acabo.
iv. Determinación de la pérdida fiscal pendiente de dis-

minuir la utilidad fiscal, así como la aplicación al que
se dictamina.

v. Determinación de deducciones que procedan en el
ejercicio que se dictamina, provenientes de ejercicios
anteriores.

Estos extremos no son la totalidad de los mismos, siendo el
artículo amplísimo y exagerado en su detalle. La enumeración
anterior ha sido más bien ejemplificativa e ilustrativa.

Estos anexos, con sus requisitos en particular, son de tal
complejidad que aun cuando la ley disponga que se encuentran
a cargo del contribuyente, consideramos que esta norma es de
imposible cumplimiento para la generalidad de los contribuyen-
tes, quedando a cargo de los mismos contadores públicos, quie-
nes elaboran el dictamen. Así se ha dado en la práctica.

Renuncia a la formulación del dictamen por parte del conta-
dor público y sustitución de éste

A) Del contador público 

Es claro, a la luz de lo que disponen los artículos 46 y 48 del
Reglamento, que el contador público se encuentra en la obli-
gación de formular el dictamen de los estados financieros del
contribuyente, una vez que se haya presentado el aviso corres-
pondiente ante las autoridades competentes.
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Ahora bien, el artículo 48 del Reglamento señala las si-
guientes causales por las cuales el contador público puede ser
sustituido en la formulación del dictamen en comentario:

• Incapacidad física.
• Impedimento legal.

Ante cualquiera de estas causales, el aviso de sustitución debe
efectuarse antes de que concluya el plazo para la presentación
del dictamen, en cuyo caso, a solicitud del contribuyente, se
podrá autorizar su presentación en el octavo mes siguiente a la
terminación del ejercicio fiscal que será dictaminado.

Por otra parte, existe la posibilidad de que el contador
público renuncie a la formulación del dictamen por causas que
no sean las dos anteriores, en cuyo caso debe dar un aviso
debidamente motivado, en un plazo no mayor a los tres meses
posteriores a la fecha en que se presentó el aviso en que se le
nombraba para elaborar dicho dictamen.

B) Renuncia del contribuyente a la formulación del dictamen y 
sustitución del contador público 

Está prevista la posibilidad de que el contribuyente renuncie a 
la formulación de un dictamen de estados financieros, en el
artículo 48 del Reglamento, para lo cual debe presentar un
aviso debidamente motivado.

En cuanto a la sustitución del contador, ésta también puede
llevarla a cabo el contribuyente, previa presentación del aviso,
debidamente motivado, ante las autoridades competentes.

En ambos casos los avisos deben presentarse en un plazo
no mayor a tres meses, contados a partir del momento en que
se presentó el aviso de dictamen de estados financieros y nom-
bramiento del contador responsable del mismo, tal y como al
efecto lo establece el artículo 46 del Reglamento.
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Revisión del dictamen y solicitudes de información
por las autoridades hacendarías

Una vez presentado el dictamen, las autoridades pueden reque-
rir información y documentos, tanto al contador público como
al contribuyente, e incluso a terceros, todo ello con la finalidad 
evidente tanto de comprobar la exactitud de la información que
contiene, como para verificar posibles deficiencias e incluso
subsanarlas en un afán de poseer el conocimiento fidedigno en
cuanto a la exacta situación del contribuyente.

A) Información que se puede solicitar al contador 

En este campo, el artículo 55 del Reglamento dispone que al
contador se le puede solicitar:

• Cualquier información que de acuerdo a la ley o el
reglamento debieran incluirse en los estados finan-
cieros dictaminados.

• Exhibición de los papeles de trabajo elaborados con
motivo del dictamen realizado.

• La información que se considere necesaria para que
la autoridad hacendaría se pueda cerciorar del cum-
plimiento de las obligaciones por parte del contribu-
yente.

• Exhibición de los sistemas y registros contables, así
como de los documentos comprobatorios originales,
cuando se considere necesario.

La solicitud al contador la deben hacer las autoridades hacen-
darías por escrito y con copia al contribuyente.

B) Información que puede solicitarse al contribuyente 

En este mismo orden de ideas, al contribuyente se le puede
solicitar, por parte de las autoridades hacendarías y de acuerdo
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a lo que establece el artículo 55, fracción n, cuando no la ha
aportado el contador público:

• La información que se considere necesaria para cer-
ciorarse del cumplimiento de las obligaciones fiscales
del contribuyente.

• Los sistemas y registros contables y documentación
original en aquellos casos en que se lo considere
necesario.

Tres son los requisitos que debe reunir esta solicitud de infor-
mación al contribuyente:

• Que no haya sido proporcionada por el contador
público.

• Por escrito.
• Con copia al contador público.

C) Información que se puede solicitara terceros 

De acuerdo al mismo artículo en orden a su fracción m, a los
terceros relacionados con los contribuyentes o responsables
solidarios se les puede solicitar la información que se considere
necesaria para verificar la veracidad de la información conteni-
da en el dictamen.

Sanciones al contador público en relación
con el dictamen de estados financieros 

Dadas las características de las labores que debe desarrollar el
contador público en este tipo de dictámenes, no está fuera de
lugar el que existan disposiciones que sancionan acciones u 
omisiones a cargo del contador, que vayan en perjuicio de los
intereses del contribuyente y de Hacienda. En este sentido
podemos determinar las siguientes como las principales sancio-
nes que establecen la ley y el reglamento en este campo:
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A) Sanciones derivadas del incumplimiento de alguno de los tres 
requisitos del dictamen financiero, establecidos por el artículo 52 
del Código: 

El párrafo final del artículo 52 establece dos posibles sanciones,
según varían las circunstancias, para el contador público, en
relación con los tres requisitos anteriormente analizados:

i . Suspensión de hasta por tres años de su registro,
cuando incumpla alguna de las disposiciones de ese
artículo.

ii . Cancelación definitiva del Registro en los casos en
que el contador hubiere reincidido en esta falta o 
hubiera participado en un delito fiscal. 

iii . El literal c) de la fracción I del artículo 57 del Regla-
mento dispone la suspensión del registro hasta por
tres años, en los casos en que el contador elabore un
dictamen en contravención a lo dispuesto en el artí-
culo 52 en comentario y demás artículos relativos del
Reglamento.

B) Sanciones de otro orden: 

El artículo 57 del Reglamento dispone diversos casos de sus-
pensión y cancelación del Registro del Contador Público, entre
los cuales se pueden enumerar:

i . Suspensión: en los siguientes casos:
1. Cuando el contador público acumule tres amonesta-

ciones: estas amonestaciones consisten en llamadas
de atención llevadas a cabo por la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, en los siguientes casos:
• Presentación incompleta de los documentos e in-
formes a que se refieren los artículos 50,51 y 54 del
Reglamento y, 126 y 172 de la Ley del Impuesto
sobre la Renta.

• Cuando no cumpla con los requerimientos que le
formulen las autoridades fiscales competentes en
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los términos del artículo 55, fracción I del Regla-
mento.

En el caso de acumular el número dicho de amonestaciones, la
suspensión puede ser de hasta por un año.

2. Cuando el contador público no formule el dictamen,
debiendo hacerlo, es decir: sin haberse excusado para
ello, no lo formula.
En este caso la suspensión puede ser hasta por dos
años.

i i . Cancelación: La cancelación definitiva del Registro
procede en los siguientes casos:

1. Cuando el contador reincide en la violación de las
disposiciones que rigen la formulación del dictamen
y demás documentos para efectos fiscales. En este
sentido el mismo reglamento aclara que emplea el
concepto de reincidencia en el sentido de que el
contador público acumule tres suspensiones.

2. Cuando el contador público ha participado en la co-
misión de delitos de carácter fiscal o intencionales que
ameriten pena corporal, respecto de los cuales se haya
dictado sentencia definitiva que lo declare culpable.

Comentarios finales 

Creo que ha sido posible percibir, con meridiana claridad, la
enorme responsabilidad del contador público al dictaminar
estados financieros de los contribuyentes. Si la responsabilidad
del contador público es ya de por si grande y seria, en el caso
del dictamen referido se ve realmente aumentada en propor-
ciones gigantescas.
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Si se ha querido hacer énfasis en algunos aspectos que
entrañan una responsabilidad muy seria para el contador públi-
co, ha sido con el afán de dar un marco completo de esta figura. 
A esta perspectiva, se ha relacionado la enorme dificultad de
elaborar algunos de los requisitos y documentos anexos del
dictamen, sobre todo por cuanto, como lo analizamos, en algu-
nos casos se atribuye la responsabilidad de la elaboración o 
presentación de documentos o anexos, al contribuyente, cuan-
do la realidad es que corren a cargo del contador público.

Por último, sin entrar en los aspectos de derecho penal
tributario, se ha planteado un esbozo de lo que considero son
las más importantes sanciones derivadas de acciones u omisio-
nes indebidas en materia del dictamen examinado.

Al concluir, podemos tener una idea bastante razonable del
dictamen examinado, desde la perspectiva del contador público,
que era lo que al efecto nos interesaba. Siendo claro que cada
quien se formará su propio criterio al final de este ensayo, no
he querido dejar de señalar algunos aspectos que me han
parecido de interés:

• Existe una especie de desacuerdo intrínseco en las nor-
mas que regulan este dictamen, en cuanto a que se
sanciona duramente al contador, se le exige un enorme
volúmen de documentos, requisitos técnicos, protestas
de decir verdad, etcétera; todo ello para un dictamen que
en última instancia no tiene fe pública real, sino que
admite pruebas en contrario de todo orden y, lo que es
más, no obliga a las autoridades fiscales. La pregunta que
surge en este caso es si no sería posible, en este caso,
contemplar una opción de fe pública del orden de la que
posee el notario.

• El sistema de respaldo del dictamen es excesivo en mi
opinión, requiriéndose información que por sí sola se
desprendería de los cuadros básicos de información que
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se solicitan. Sería importante buscar una simplificación
de los documentos y anexos del dictamen.

• Por último, las hipótesis establecidas para los casos de
suspensión son particularmente interesantes, pues en
ellas el ánimo —dolo, culpa, negligencia, impericia, error
propio o de un tercero— no es tomado en cuenta, ni para
agravar ni para atenuar la sanción, lo cual contradice la
más seria teoría penal vigente. Es claro que esta motiva-
ción, este ánimo, tiene un impacto de tal envergadura
que, ante ello, la autoridad no puede actuar imponiendo
una misma sanción para el que actuó con dolo, que para
el que cometió un simple error. Esto es algo sobre lo que
vale la pena meditar.

Aún quedan pendientes análisis y enfoques de carácter técnico,
tanto jurídico como contable, de este dictamen tan particular,
esta no es sino una mínima contribución al mismo.
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Introducción

E n esta materia se han llevado a cabo, en años recientes,
cambios que no han sido del todo aceptados por algunos y que
a su vez no han sido debida y suficientemente analizados por
los especialistas. Trataremos de aportar algunos elementos a la
discusión y análisis de este tema que permitan ahondar en la
materia un poco más, a la vez que distinguir los alcances ciertos
de los ficticios, convenientes e inconvenientes, constituciona-
les e inconstitucionales.

Si bien la materia del mismo no es exclusivamente propia
del derecho contable, extendiéndose en general al derecho
mercantil, no he querido dejar de lado este tema, ni estudiarlo
de una manera limitada, ya que posee una importancia signifi-
cativa analizado de manera integral, a la vez que este enfoque
es de interés para el contador.

Algunas delimitaciones conceptuales

Una forma eficiente de irnos adentrando en esta materia es
empezar por delimitar conceptualmente algunos elementos de
cierta importancia y uso continuo en esta materia.

En este sentido veamos los siguientes:
a) La empresa: en el orden fiscal debemos atenernos al

concepto que expresa el artículo 16 del Código Fiscal, el
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cual establece que tal es la persona física o moral que
realice las actividades a que se refiere el mismo, tales son:
comerciales, industriales, agrícolas, ganaderas, piscicul-
toras y silvícolas; de las cuales nos da el referido artículo
su concepto.

b) Sobre los gerentes o factores: el concepto de factores
que nos da el Código de Comercio en sus artículos 309,
311, 313 y 315 asume importancia, ya que muchas veces
lo que nosotros denominamos "gerente", es técnicamen-
te un factor. En este orden de ideas, tenemos que el
artículo 309 referido nos da el siguiente concepto de
factor : "los que tengan la dirección de alguna empresa
o establecimiento fabril o comercial, o están autorizados
para contratar respecto a todos los negocios concernien-
tes a dichos establecimientos o empresas, por cuenta y 
en nombre de los propietarios de los mismos"; desarro-
llándose en los artículos restantes las características ya
expresadas en el anterior concepto de: dirección de la
negociación, trabajo y contratación por cuenta de otro,
contratación a nombre de otro, etcétera.

Esto adquiere importancia ya que la única referencia respecto
a los gerentes que encontramos en la legislación mercantil
ordinaria, se encuentra en la Ley General de Sociedades Mer-
cantiles, en el capítulo correspondiente a la sociedad anónima,
en particular en los artículos 145, 146, 152 y 153. En éstos se
establece el sistema de su nombramiento, se señala que dentro
de la órbita de sus funciones poseen las más amplias facultades
de representación y ejecución; debiendo prestar garantía para
el ejercicio de sus funciones, la cual es requisito para la inscrip-
ción de su nombramiento en el Registro de Comercio.

A grandes rasgos esto es un vistazo de la normativa jurídica
referida al gerente.
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c) Sobre los Administradores: éstos, como órgano que son
de la empresa legalmente constituida, encuentran claras
referencias en la Ley General de Sociedades Mercanti-
les, dentro de los capítulos que cada una de las socieda-
des posee. En este orden de ideas tenemos que respecto
de la sociedad en nombre colectivo y la sociedad en
comandita simple, los artículos 41 a 45 de esta ley esta-
blecen algunas regulaciones al respecto; en cuanto a la
sociedad de responsabilidad limitada tenemos que los
artículos 74 y 75 desarrollan algunas regulaciones sobre
ellos, y los artículos 142,152,153,158, III y 159 estable-
cen algunas normativas en torno a estos en la sociedad
anónima. De todas estas normas es posible señalar tanto
algunos aspectos comunes como elementos cardinales,
tales como:

i. En algunas sociedades tienen facultades limitadas en
materia de enajenaciones (art 41 citado).

i i . La facultad de dar poderes se encuentra presente en casi
todas las sociedades (arts. 42,149 y 150 citados).

iii. Si son varios, las decisiones se toman por mayoría (arts.
45, 75 y 143 citados).

iv. Deben otorgar garantía respecto de sus actuaciones
cuando menos en un caso (arts. 152 y 153).

v. Responsabilidad ante la sociedad por sus actos (arts. 76,
157,158,159,160,161,162), siendo solidaria en el caso
de la sociedad anónima en una serie de casos enumera-
dos en el artículo 158, del que conviene extraer la frac-
ción I I I : es la responsabilidad por el empleo de los
sistemas de contabilidad, control, registro y archivo de
información delimitados legalmente. Evidentemente es-
to tiene importancia por cuanto estos son el corazón de
la materia fiscal a la que nos avocaremos más adelante.
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Delimitados estos conceptos básicos, pasaremos a algunos as-
pectos que nos permitan ya ir profundizando un poco en esta
materia.

Sobre las obligaciones y responsabilidades
de los contribuyentes

El título I I , Capítulo único, del Código Fiscal, establece los
derechos y obligaciones de los contribuyentes, los que en caso
de ser incumplidos, violados u omitidos pueden dar origen a 
diversos grados de responsabilidad.

A pesar de una muy escasa sistematización en ese título,
podemos resumir las obligaciones a cargo del contribuyente de
una forma muy genérica:

a) La presentación oportuna y formal de las declaraciones
para el pago de contribuciones (art. 20 in fine, 31, 32). 

b) El pago en tiempo y forma de las contribuciones que le
corresponden de manera directa (art. 20,21).

c) El enterar las contribuciones que por disposición legal
está obligado a retener (art. 6,22 y 23).

d) Registrarse ante el Registro Federal de Contribuyentes
(art. 27). 

e) Llevar la contabilidad de sus negocios de acuerdo a las
disposiciones legales en la materia (art. 28), y conservar
los documentos comprobatorios durante el plazo legal
(art. 30).

f) Expedir comprobantes por las actividades que realicen
(art. 29). 

g) Proporcionar información a las autoridades fiscales 
cuando estas lo soliciten (art. 30-A).

h) Emplear las formas oficiales en solicitudes, declaracio-
nes o avisos, cuando así se requiera (art. 31).
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i) Cuando estén obligados a ello, presentar sus estados
financieros debidamente dictaminados por contador pú-
blico autorizado (arts. 32-A y 52). 

La violación directa o indirecta de estas obligaciones se traduce
claramente en que el contribuyente puede ser responsable de
infracciones o delitos fiscales, como veremos más adelante.

La responsabilidad solidaria del director general,
gerente general y administrador único en materia fiscal 

El artículo 26 en su fracción III establece que los directores
generales, gerentes generales y administradores únicos son
responsables solidarios con las sociedades mercantiles —es
decir, hay una responsabilidad solidaria con el obligado directo
o por hecho propio, como es la sociedad misma— del orden que
sean:

a) Por las contribuciones causadas.
b) Por las contribuciones no retenidas.
c) Por las que se debieron pagar.
d) Por las que se debieron enterar.

Cuando estas obligaciones hayan estado a cargo de las socieda-
des, durante su gestión; responsabilidad que deberá cubrir el
monto del crédito fiscal que no alcance a ser garantizado con
los bienes de la sociedad que dirigen o dirigieron; cuando se
incurra en cualquiera de los siguientes supuestos:

i . No se inscriba la sociedad en el R.F.C.
ii. Cambie su domicilio sin presentar el aviso correspon-

diente
üi. No lleve la contabilidad, la oculte o la destruya.
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Esto en alguna medida es el desarrollo lógico de lo establecido
en los artículos 76 y 158 citados en el numeral trasanterior y, en
particular, hay una correspondencia directa entre la fracción I I I
del artículo 158 de la Ley General de Sociedades, antes citado,
y el numeral iii. anterior.

En síntesis, estamos ante una responsabilidad mercantil y 
que correspondía fundamentalmente a las relaciones empresa-
administrador, que se proyecta al ámbito fiscal de una manera
no exenta de lógica.

Los infractores en materia fiscal

Analizado lo anterior tenemos que el Código Fiscal Federal
determina dos tipos diferentes de infractores, según se trate de
infracciones fiscales o delitos fiscales. En este sentido, tenemos
que el artículo 71 delimita los responsables por las infracciones
que se cometan, de la siguiente manera:

a) Las personas que realicen los supuestos que en el Título
rv, Capítulo I , se tipifican como infracciones.

b) Las que omitan el cumplimiento de las obligaciones
previstas por las disposiciones fiscales. 

c) Si fueren varios, cada uno pagará el total de la multa.

De lo anterior es importante señalar que, respecto a la figura 
expuesta bajo el literal b. anterior, se podría dar el caso de la
responsabilidad por una obligación incumplida, sin que la mis-
ma haya sido tipificada como infracción, lo cual estaría violando
el principio de tipicidad, propio de la materia penal, establecido
en el artículo 14 constitucional, y que se expresa con el adagio
forense: nullum crime, milla poena, sine previa lege pénale; 
materia ésta que la jurisprudencia ya ha dicho, tiene vigencia
en el derecho penal fiscal (R.T.F., mayo de 1938. Resolución del
Pleno de mayo 16, exs. 3374/937 y 23446/937, p. 1885).
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En cuanto a la responsabilidad por delitos fiscales, tenemos
que el artículo 95 del mismo Código establece que son respon-
sables por estos:

a) Quienes concierten la realización del delito. En este caso
el acuerdo para la realización del delito no tiene necesa-
riamente que desembocar en su realización, por lo cual
podríamos estar aquí en la figura de la tentativa, la que
es regulada a su vez por el artículo 98 del Código, el cual
la establece de la siguiente forma:
i . Cuando se de un principio de ejecución.

ii . Cuando se realicen los actos encaminados a producir-
lo —actos preparatorios, tal y como se los denomina
en derecho penal—. Lo anterior, siempre que en estos
dos casos la interrupción que impide su consumación
se deba a causas ajenas a la voluntad del actor, de
quien quiere su realización. Establece este mismo
artículo que la tentativa no será punible si no consti-
tuyen los actos preparatorios un delito en sí mismos,
y por lo demás:
•el autor desista de la ejecución del hecho delictivo, o 
•el autor impida su consumación.

b) Quienes realicen la conducta o el hecho descritos por la
ley. Este es el caso de la verificación material del hecho
tipificado.

c) Quienes cometan conjuntamente el delito. Estamos aquí
en el caso de la coautoría, es decir, el acuerdo entre dos
o más para cometer un delito.

d) Quienes se sirvan de otra persona como instrumento
para ejecutarlo. Tenemos acá el caso del autor intelec-
tual del delito, que se sirve de otro para la verificación
del mismo en su parte material.



e) Quienes induzcan dolosamente a otro a cometerlo. Este
es otro caso de autoría intelectual, en que sin recibir
necesariamente un beneficio por ello, pero con pleno
conocimiento de lo delictivo del acto —en este caso el
dolo penal no es sino la voluntad consciente de cometer
un acto que se sabe es delictivo—, induce a otro a actuar
delictivamente.

f) Quienes ayuden dolosamente a otro para su comisión.
Estamos acá ante la figura de la complicidad, es decir
ante la persona que no siendo el autor del delito coopera
a su comisión, siendo en este caso un tipo de complicidad
calificada, en cuanto que se exige el dolo en la misma, es
decir, el conocimiento de que la actividad a cuya realiza-
ción se coadyuva es delictiva.

g) Quienes auxilien a otro después de su ejecución, cum-
pliendo una promesa anterior. Este es un caso de encu-
brimiento, el cual es regulado de manera expresa por el
artículo 96 del mismo Código, en orden a los siguientes
elementos:

i . No existe acuerdo previo.
ii . No se ha participado en la comisión del delito.

iii. Después de la ejecución realiza cualquiera de los
siguientes actos:
• Con ánimo de lucro adquiera, reciba, traslade u 

oculte el objeto del delito, a sabiendas de que pro-
venía de éste o deba presumir que tal era su origen,
o ayude a otro para tales fines. 

•Ayude, en cualquier forma, al inculpado a eludir las
investigaciones de la autoridad o a sustraerse de la
acción de esta, u oculte, altere, destruya o haga
desaparecer las huellas, pruebas o instrumentos del
delito, o asegure para el inculpado el objeto o pro-
vecho del mismo. Señala el mismo artículo que el
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encubrimiento antes descrito se sancionará con pri-
sión de tres meses a seis años.

Síntesis genera] y concreción en infracciones y delitos
relacionados con los administradores y gerentes

Ya se ha examinado lo que conceptualmente se puede deducir
respecto al administrador y al gerente (ver p. 112 b y c), sobre
la responsabilidad solidaria en materia mercantil y fiscal que les
atañe por sus actuaciones (ver p. 111) de acuerdo al artículo 26,
in del Código Fiscal en esta materia. Así mismo, se han estu-
diado algunos casos de responsabilidad por la comisión de
delitos en materia fiscal, de los cuales se pueden extraer como
eventualmente vinculados con la actividad del gerente y del
administrador los siguientes:

a) La concertación de delitos (5,1 anterior).
b) La autoría intelectual (5, rv antes referido).
c) La inducción dolosa a la comisión del delito: (5, V según

se analizó).
d) La ayuda dolosa a la comisión de un delito (5, v i

anterior).
e) El encubrimiento del delito (5, Vil, 2. trasanterior).

Concluido esto, tenemos que en materia de infracciones el
Código Fiscal de la Federación señala ya de manera concreta
lo siguiente:

a) Se considera agravante en esta materia de acuerdo al
artículo 75 del citado Código, el omitir enterar contribu-
ciones retenidas, a lo cual las sanciones aplicables se
encuentran establecidas en el artículo 76 de este mismo
cuerpo. Esto tiene una relación estrecha con la respon-
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sabilidad solidaría del administrador o gerente, estable-
cida en el artículo 26 fracción m antes referido.

b) Se establece en el artículo 79 fracción II como infracción,
el no solicitar la inscripción en el Registro Federal de
Contribuyentes, a nombre de un tercero, señalándose las
sanciones respectivas en el artículo 80. Este es el caso
del gerente o administrador que debiendo dar de alta en
el R.F.C. a la empresa que dirige o administra, no lo hace.

c) Por último, es importante señalar que el gerente o admi-
nistrador es responsable solidario de las infracciones
relacionadas con el sistema contable (ver p. 111, c), y en
consecuencia le atañen las infracciones que se estable-
cen en esta materia en el artículo 83 del Código Fiscal.

En materia de delitos tenemos que se encuentran relacionados
con la actividad del gerente o administrador los siguientes:

á) En los delitos asimilados a la defraudación fiscal, de
acuerdo al artículo 109, en su fracción n, la omisión de
enterar dentro del plazo las contribuciones retenidas.

b) En el artículo 110, en su fracción I , en los delitos relacio-
nados con el Registro Federal de Contribuyentes, aquel
en que se omita la inscripción de un tercero, por más de
un año.

En general, como se ha señalado líneas atrás, el gerente o 
administrador puede ser infractor de normas fiscales, bajo las
figuras analizadas de la coautoría, encubrimiento, inducción,
ayuda dolosa, etcétera; siendo los casos anteriores delitos e 
infracciones que le atañen directamente, lo que no obsta para
que en delitos cuya responsabilidad primaria le corresponde al
contribuyente, el administrador o gerente participe en orden
a las figuras antes dichas.
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Síntesis general y concreción en infracciones y delitos
que le atañen al contador

En primer término, tenemos que existe la obligación de-llevar
la contabilidad de acuerdo a las normas jurídicas en la materia,
tal y como se analizó con anterioridad (ver p. 108 y 109, literales
e, g, h, i); así como diversos casos de responsabilidad por la
comisión de delitos, de los cuales pueden tener relación con las
actividades del contador las siguientes figuras: 

a) Concertación del delito (ver p. 111, a); este es el caso de
un contador que se ponga de acuerdo con su cliente para
llevar a efecto una acción que, causando un beneficio a 
su cliente, constituya un delito.

b) Autoría intelectual (ver p. 111, d); podría presentarse
ese caso cuando el contador establece un sistema de
registro contable delictivo, a efecto de que los emplea-
dos de su cliente lo lleven a la práctica.

c) Inducción dolosa (ver p. 112, e); este podría ser el caso
del contador que induce al cliente a desarrollar una
actividad, llevar un sistema de registro contable, con
pleno conocimiento de que el mismo es delictivo.

d) Ayuda dolosa (ver p. 112, f); que podría ser el caso de un
contador que por medio de sus actividades profesionales
ayuda a su cliente en actos o acciones que son claramente
delictivas, desde el punto de vista fiscal, y lo conoce.

e) Encubrimiento (ver p. 112, g); aquí se trata del contador
que con argumentos y sistemas indebidos encubre o 
trata de disimular actividades delictivas de su cliente.
Ahora bien, en materia de infracciones, en primer lugar
nos interesan los agravantes establecidos en el artículo
75 del Código Fiscal Federal, fracción II , literales a, c, e 
y f los cuales al efecto señalan:

i . El uso de documentos falsos o la constancia de opera-
ciones inexistentes.
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i i . Llevar dos o más sistemas de contabilidad con distinto
contenido.

iii. Se destruya, ordene o permita la destrucción total o 
parcial de la contabilidad.

iv. Que se microfilmen documentos para efectos fiscales 
sin cumplir con los requisitos legales. Como es eviden-
te, estos son agravantes donde la participación del
contador es fundamental, sobre todo de orden inte-
lectual, por lo cual podría presentarse tanto la autoría
intelectual como el encubrimiento y la complicidad,
según se esbozaron líneas atrás.

En cuanto a casos de infracciones concretas, relacionadas con
este mismo campo, tenemos los diversos casos esbozados por el
artículo 83 del citado Código, con sus respectivas sanciones en
el artículo 84, en que se pueden dar casos de infracciones en
que el contador sea responsable o corresponsable. De éstas es
interesante señalar las siguientes:

a) En la fracción II del artículo 83 se establece como infrac-
ción el no llevar algún libro o registro especial a que
obliguen las leyes. En este caso podríamos estar hablan-
do de una posible complicidad del contador, hasta con-
certación, ayuda dolosa o, aún más, autoría intelectual.
En igual circunstancia se encuentran los otros elementos
establecidos en esa misma fracción, los cuales son: no
cumplir con las obligaciones en materia de valuación de
inventarios o no llevar el procedimiento de control de
los mismos, de acuerdo a las leyes fiscales. 

b) En la fracción III del mismo artículo se señala como
infracción el llevar la contabilidad en forma distinta a lo
que establecen las normas legales en la materia, lo cual
nos podría conducir ciertamente a posible responsabili-
dad del contador por autoría intelectual, complicidad e 
incluso ayuda dolosa.
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c) El mismo artículo, en su fracción IV, señala como infrac-
ción el no hacer los asientos correspondientes a las
operaciones efectuadas, hacerlos incompletos, inexactos
o fuera de plazo. Este es el caso de la autoría intelectual,
la ayuda dolosa o el encubrimiento.

Este mismo fenómeno —de la participación o coparticipación
del contador en los delitos de orden fiscal— se presenta con las
diversas figuras delictivas del artículo 111 del Código Fiscal
Federal, de las cuales interesa comentar las siguientes:

i . La fracción I I de ese artículo establece que existe
sanción de tres meses a tres años de prisión a quien
registre sus operaciones contables, fiscales o sociales
en dos o más libros o en dos o más sistemas de conta-
bilidad con diferentes contenidos. En este caso, en
particular, el contador puede asumir una responsabi-
lidad por ayuda dolosa, encubrimiento, autoría inte-
lectual y hasta concertación delictiva, tal y como se
desprende de su mismo contenido.

ii . En la fracción III de este mismo artículo tenemos que
el ocultamiento, destrucción o alteración total o par-
cial de los sistemas y registros contables, así como la
documentación relativa o comprobatoria, merece la
misma pena, y en este campo la participación respon-
sable del contador podría darse dentro de los mismos
extremos que la fracción anterior.

Comentarios finales 

Ha sido evidente, a través de este análisis, que la responsabilidad
de los administradores, gerentes y contadores por infracciones
a las leyes fiscales es una realidad con la que se debe actuar desde
hace ya cierto tiempo, y que no es sino ahora que toma un cierto
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auge, el cual es importante que se enfoque dentro de la inte-
gridad y ética del ejercicio de la profesión, y no generando un
insano complejo de persecución.

Ahora bien, creo que también es importante señalar el
escaso desarrollo teórico, crítico e incluso jurisprudencial que
han tenido las reformas que en lo fundamental hemos comen-
tado. Es necesario hacerlo, si se quiere desentrañar el verda-
dero alcance de estas normas, la intención del legislador y, sobre
todo, la articulación de las mismas con el ordenamiento jurídico
fiscal integralmente considerado.
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Introducción

Eil contenido del derecho penal tributario cada vez se desa-
rrolla con más amplitud y, desgraciadamente, no siempre con la
técnica que precisa. Y es esta forma particular de desarrollo lo
que ha llevado a que se hagan cada vez más necesarios los
comentarios y análisis sobre la materia, mismos que, al menos
en el caso presente, tienen por objeto despertar inquietudes
que en algún momento contribuyan al desarrollo técnico y 
eficaz de esta rama del derecho tributario.

En este sentido he seleccionado este tipo particular de
delitos, por la relación tan particular que los mismos poseen con
la actividad del contador, así como por el enorme riesgo que
presenta, para éste, la irregular "tipificación " que le han dado
las autoridades hacendarías.

Es claro que a la luz del mismo muchos contadores harán
un examen de sus actividades dentro de una nueva óptica muy
particular, y ése es nuestro deseo, que no sólo actúen de una
forma más cuidadosa, sino que sean más críticos respecto del
contenido de normas tributarias como las que examinaremos.
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Análisis del contenido del artículo 108 del
Código Fiscal de la Federación

En el artículo 108 del Código Fiscal de la Federación —en
adelante G.F.F.—, se legisla sobre el delito de defraudación
fiscal. En este delito es importante remitirse al art. 386 del
Código Penal Federal, en el cual se regula el delito de fraude, 
donde se pueden delimitar los siguientes elementos del tipo:

a) Engaño.
b) Obtención de un lucro.

Ahora bien, esto presenta cierto contraste con el delito de
defraudación fiscal establecido en el citado artículo 108. De su
texto se pueden extraer los siguientes elementos:

• El causante engaña al fisco (véase el elemento a) ante-
rior), o se aprovecha de sus errores (con esto salimos del
cuadro típico establecido para el fraude en el Código
Penal Federal).

• A través de la conducta anterior se obtiene un no pago
total o parcial de contribuciones.

• Desde el punto de vista del fisco hay un perjuicio.
• Desde el punto de vista del contribuyente hay un bene-

ficio indebido.

En alguna medida los elementos citados van más allá de la
figura típica del artículo 386 referido.

De estos mismos elementos, los señalados 2., 3. y 4. confi-
guran en realidad un solo elemento, desde el punto de vista
patrimonial.

Es importante señalar así mismo que es la autoridad fiscal 
la que califica:
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a) la conducta como engañosa, y 
b) el que esa conducta traiga aparejado un beneficio para

el contribuyente que la realiza: el fisco aquí se constituye
en juez y parte.

Como es posible percibir, no es ésta la forma ideal de tipificar
un delito, ni mucho menos de considerar su valoración o la de
sus elementos determinantes. En este sentido, ha sido eviden-
te, en este caso como en otros, la falta de técnica jurídica de las
autoridades fiscales. 

El artículo 109 del Código Fiscal de la Federación
y la asimilación a la defraudación fiscal

El artículo 109, por su parte, establece la asimilación al delito
de defraudación fiscal en cinco hipótesis, en las cuales en
estricto sentido no hay analogía, sino asimilación en razón de
la pena. A través de un análisis pormenorizado del artículo 109
del Código Fiscal podemos deducir que no se trata en realidad
de especies de la defraudación fiscal, sino que son figuras de
suyo diferentes:

a) De la fracción primera deducimos que ésta es la única
que sí es asimilable al delito de defraudación, pues la
declaración falsa de ingresos o de deducciones sí consti-
tuye una forma de engaño, característica típica de la
figura en comentario.

b) Ahora bien, es importante señalar que según algunas
opiniones, la fracción II del artículo 109 no encuadra
dentro del delito de defraudación fiscal. Esto se deduce
en primer lugar por un elemento semántico, pues el
delito de defraudación fiscal, por su propia naturaleza,
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tiene como verbo de referencia "engañar", mientras que
aquí se trata de una omisión, de un no entregar lo debido.

Esto hace que se asimile esta fracción más al abuso
de confianza que al fraude, pues el no enterar en plazo
las cantidades retenidas o recaudadas implica, por parte
del retenedor, no necesariamente engaño, al que no se
hace referencia en ningún momento en esta fracción,
sino la retención indebida, por estar fuera de plazo, de
aquellas cantidades que por imperativo legal éste retie-
ne, en alguna medida, en sustitución del mismo fisco. 

El delito de abuso de confianza se refiere, por su
parte, a la actividad delictiva, mediante la cual una per-
sona, en perjuicio de alguien, dispone para sí o para otra
de cualquier cosa ajena, mueble, de la que le ha transmi-
tido la simple tenencia (en este sentido es aconsejable
consultar el artículo 382 del Código Penal para el D.F.).
Esto la asimila más a la figura en comentario, que al
mismo fraude, haciendo la salvedad de que podría haber
alguna disimilitud en cuanto se refiere a la figura del
sujeto pasivo en cada una de ellas, es decir, respecto a 
quien entrega la cosa; sin embargo creo que el símil es
válido, o por lo menos es más válido que referirlo al
fraude. En fin, lo que interesa resaltar es la inadecuada
tipificación del delito por las autoridades fiscales. 

c) Respecto a la fracción III del artículo en comentario,
tenemos que ésta se refiere a quien "se beneficie sin
derecho de un subsidio o estímulo fiscal". Esto puede
estar originado en una actitud fraudulenta o no, veamos:

i. Si el subsidio o estímulo fiscal se obtiene mediante
engaño, tal como entrega de información falsa al fisco, 
tenemos que la misma sí configura una forma de
fraude,

ii . Si el subsidio o estímulo fiscal es obtenido mediante
información fidedigna, sin engaño de ningún orden,
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pero por una interpretación errada del contribuyente
y del fisco, se considera que el primero puede recibir
tal beneficio. En este caso entonces sí estaríamos en
un error no provocado, no originado en un engaño,
que crea derechos —derechos adquiridos en favor del
contribuyente—, que no sólo no pueden ser califica-
dos como delictivos, sino que deben ser legítimamen-
te tutelados. En consecuencia, la descripción tan
generalizada del tipo penal en esta fracción no sólo
es poco feliz, sino que puede dar origen a conflictos
innecesarios, derivados de derechos legítimamente
adquiridos por el contribuyente.

d) En la fracción IV de este mismo artículo tenemos otro
caso en que no se atiende al tipo en comentario, dada su
vaguedad, lo cual en realidad nos conduce a que el tipo
se ha dejado sin enmarcar. Dejar un tipo sin enmarcar es
establecer lo que se denomina un tipo abierto, enten-
diendo por estos los " tipos" en los que puede caber
cualquier conducta. Para este caso, el ciudadano desco-
noce cuando su conducta es legal o ilegal, lo que podría
conducirnos a establecer que cualquier conducta que se
realice con perjuicio del fisco es delito.

Ahora bien, es claro, por otra parte, que en esta
fracción lo que se tenía en mente por parte del fisco era
fundamentalmente la planeación fiscal. Esta planeación,
y siempre a efecto de comprender mejor el tipo, configura
dos posibles conductas:
i . Buscar reducir la carga fiscal basado en normas de la

propia legislación tributaria: lícita. Esta es la elusión
fiscal: búsqueda de la mejor alternativa que, dentro de
la ley, pueda ser utilizada por el contribuyente, con la
intensión de minimizar la carga tributaria.

ii . El que miente al fisco sobre ingresos o gastos para
cubrir menos impuestos: delito. Por ejemplo: engaño,
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aprovechamiento de errores del fisco, falsificación
de documentos, etcétera. Aquí tenemos la evasión
fiscal: el enfrentamiento del sujeto pasivo a los su-
puestos normativos que se estipulan en la ley y que
al mismo tiempo se encuentran tipificados en las
normas penales.

Aquí todo se centraría en lo que debemos entender
por "indebido" y, en alguna medida, un análisis casuís-
tico del animus, lo que en realidad podría ser conside-
rado como un verdadero retroceso en materia penal.

Como ambas figuras las comentaremos más adelan-
te, no desarrollaremos más al respecto, sino que pasa-
remos al análisis de la siguiente fracción.

e) La fracción V del artículo en análisis es producto de la
reforma fiscal publicada en el Diario Oficial de la Fede-
ración con fecha 26 de diciembre de 1990, y establece:

Sean responsables por omitir presentar, por más de seis meses,
la declaración de un ejercicio que exijan las leyes fiscales, 
dejando de pagar la contribución correspondiente. Es aplica-
ble a esta fracción lo dispuesto en el párrafo cuarto del artículo
anterior.

El párrafo cuarto del artículo 108 del mismo cuerpo legal, a que
nos remite esta fracción, dispone:

No se formulará querella si quien hubiere omitido el pago de
la contribución u obtenido el beneficio indebido conforme a 
este artículo, lo entera espontáneamente con sus recargos antes
de que la autoridad fiscal descubra la omisión o el perjuicio, o 
medie requerimiento, orden de visita o cualquier otra gestión
notificada por la misma, tendiente a la comprobación del cum-
plimiento de las disposiciones fiscales. 

Respecto a esta fracción cabe hacer los mismos comentarios
que se han hecho líneas atrás respecto a la fracción II de este
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artículo, pues estamos ante la omisión de una actividad que
debe realizarse por imperativo legal, no ante un engaño mani-
fiesto, como es el caso de la figura del fraude, según se ha
comentado. Esta fracción, en consecuencia, se asimila más
bien a la figura, bien desarrollada en la doctrina penal, de la
desobediencia de los particulares a un mandato legal, aun
cuando en nuestra legislación penal lo que se establece más
bien es la desobediencia a un" mandato legítimo de autoridad
competente".

Como puede desprenderse del análisis citado, no se está
ante especies —las cinco fracciones del artículo 109 del Código
Fiscal— de un género determinado —la defraudación fiscal 
establecida en el artículo 108 del mismo cuerpo legal—, sino
ante una asimilación exclusivamente en cuanto a la pena im-
puesta en el artículo 108 multicitado.

Esto es importante no sólo para evitar malos entendidos
que no tienen razón de ser, sino para realizar un análisis obje-
tivo de las cinco figuras delictivas establecidas en el artículo 109
citado, en tanto figuras penales tributarias independientes.

La evasión y la elusión fiscal. 
La responsabilidad del contribuyente y del contador

Se ha adelantado, líneas atrás, que por elusión fiscal se entien-
de la búsqueda de la mejor alternativa que dentro de la ley
puede ser utilizada por el contribuyente, con la intensión de
minimizar la carga tributaria; mientras que la evasión fiscal 
constituye una actividad que obtiene el mismo resultado que la
anterior, pero violatoria de las normas fiscales existentes, incu-
rriendo en actividades tipificadas en las normas penales tribu-
tarías.

Esto tiene estrecha relación con los artículos 108 y 109
antes analizados, en especial atendiendo a lo que podemos
señalar como conceptos cardinales de unas actividades de enor-
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me importancia, no sólo respecto del contribuyente, sino de sus
asesores, donde guarda especial importancia, en razón de la
materia, la figura del contador. Tales son:

. a) En orden a lo establecido en el artículo 108, primer
párrafo y el artículo 109 fracción TV; ¿qué debe enten-
derse por "beneficio indebido"?

b) Ante la figura abierta establecida por el artículo 109
citado, en su fracción rv, de la cual ya adelantamos
comentarios.

c) Lo anterior relacionado con el artículo 95 del mismo
cuerpo legal, que nos presenta como infractores a:

i . Quienes concierten la realización del delito.
ii . Quienes realicen la conducta o el hecho descritos por

la ley.
iii. Cometan conjuntamente el delito.
iv. Se sirvan de otra persona, como instrumento para

ejecutarlo.
v. Induzcan dolosamente a cometerlo.

vi. Ayuden dolosamente a otro a cometerlo.
vii. Auxilien a otro después de su ejecución, cumpliendo

una promesa anterior.

De ello desprendemos que, de acuerdo a las fracciones I , I II , IV,
V, VI y v i l es posible, y así lo ha sido ya, considerar, por parte
de las autoridades fiscales, como infractor al asesor contable del
contribuyente.

Estos tres elementos de análisis me llevan a hacer los
siguientes comentarios:

Primero: La enumeración del artículo anterior abarca lo que en
derecho penal se denomina "responsables " (en este sentido
puede verse el artículo 13 del Código Penal Federal y el artículo
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11 del Código Penal de nuestro Estado), lo que significa que se
está ante una enumeración que abarca a:

• autores directos (fracciones I a III anteriores);
• autores indirectos, tales como instigadores, coadyuvan-

tes o cómplices (fracciones V a VII);
• co-autores ( fracción III anterior), y 
• autores intelectuales (fracción rv anterior).

Segundo: de lo anterior se deduce con gran claridad que un
contador puede ser infractor o responsable en derecho penal
fiscal o tributario cuando sus actividades, directa o indirecta-
mente, violen las normas fiscales, pues se puede considerar que
las mismas pueden:

• constituir violación expresa de las obligaciones que en
lo profesional le impone la legislación de la materia;

• constituir violación de normas fiscales cuando dolosa-
mente (intencionalmente y con conocimiento de causa)
incurre en las mismas al asesorar a un contribuyente,
proponiendo a éste de manera expresa esta violación;

• constituir violación de normas fiscales cuando dolosa-
mente (con la intención de lograr para el contribuyente
o para ambos, un beneficio) acepte participar en activi-
dades violatorias de este tipo de normas, a propuesta del
contribuyente;

• presten ayuda al contribuyente que ha incurrido en vio-
lación de normas fiscales, a fin de que la misma sea
minimizada o no sea descubierta, según acuerdo anterior
a la actividad propiamente delictiva;

• de acuerdo al artículo 96 del mismo cuerpo puede, así
mismo, ser encubridor de delitos fiscales, ante lo dispues-
to por la fracción II de este, que al texto expresa:
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Es responsable de encubrimiento en los delitos fiscales, quien,
sin previo acuerdo y sin haber participado en él, después de la
ejecución del delito:
L...
n. Ayude en cualquier forma al inculpado a eludir las investi-
gaciones de la autoridad o a sustraerse de la acción de ésta, u 
oculte, altere, destruya o haga desaparecer las huellas, pruebas
o instrumentos del delito o asegure para el inculpado el objeto
o provecho del mismo.

Esto, en consencuencia, es algo que debe ser observado con
particular atención por el contador en el ejercicio de su profesión.

Tercero: La imposibilidad en que nos sitúa el concepto " bene-
ficio indebido" empleado en la fracción cuarta del artículo 109
del Código Fiscal, de manejar un concepto claro en el que se
encuentren definidos todos sus extremos, nos conduce a la
posibilidad de que un caso de elusión fiscal (actividad legítima)
sea considerado como de evasión fiscal (actividad ilícita) con la
consiguiente responsabilidad para contribuyente y contador.

Esto conduce necesariamente a que tendremos que atener-
nos a la interpretación casuística —caso por caso, según se
presente— de estas disposiciones, con el consiguiente perjuicio
para contribuyentes y contadores derivado de la falta de segu-
ridad jurídica: no existirá una regla específica y clara que le diga
al contador cuándo su actuación es legítima elusión fiscal y 
cuándo es evasión fiscal, en una materia que se ha distinguido
por lo delgada y refinada que es la frontera entre una y otra.

Comentarios finales 

Creo que ha sido evidente la veracidad de la afirmación intro-
ductoria en cuanto a la muy escasa técnica penal que se ha
empleado al disponer determinadas conductas como ilícitas y 
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sus respectivas sanciones. En este sentido, se analiza un caso
donde esto se presenta de un modo claro.

Lo que es más, la violación clara de todos los principios de
carácter penal, no se traduce precisamente en un beneficio del
derecho tributario, antes bien, esto afecta negativamente al
derecho penal tributario. La actitud de los contribuyentes, y en
particular de los profesionales liberales, que en el ejercicio de
la misma auxilian al contribuyente, no será en este sentido la
óptima: una actitud de decidida cooperación y cumplimiento
de las normas expresamente establecidas; sino que puede tra-
ducirse en actitudes que van de la confrontación al temor. Y 
ninguna de estas dos actitudes enriquece al derecho ni lo
beneficia.





Epílogo





Estos ensayos no han sido sino un ligero acercamiento a un
terreno del derecho que es cada vez más importante y que cada
vez requerirá mayor atención: el derecho relacionado con la
contabilidad, o como me he atrevido a denominarlo, siguiendo
a algunos ilustres maestros, "el derecho contable".

He adoptado ese concepto sin ánimo alguno de entrar en
discusiones bizantinas respecto a la pertinencia o no de consi-
derarlo una rama autónoma del derecho, respecto a si se debe
desmembrar del derecho mercantil o del fiscal, etcétera. No es
ese el objetivo que se persigue con el empleo de los términos
"derecho contable", sino que buscamos una forma de identifi-
cación y referencia para el lector, que éste conozca de antema-
no el contenido del mismo, que puede prefigurar lógicamente
su sustancia.

En tanto ensayos, han sido limitados en su alcance sustativo
V objetivo, y no se puede esperar otra cosa de un ensayo, es esa
su naturaleza misma. En tanto un conjunto pequeño, quedan
aún muchos temas que podrían ser tratados en esta materia, lo
que espero se pueda hacer en un futuro no muy lejano, en
beneficio de las ciencias jurídica y contable de nuestro país.

Espero, eso sí, haber logrado el objetivo, modesto y limita-
do, de despertar el interés de algunos estudiosos en esta mate-
ria, sea de la ciencia contable, sea de la ciencia jurídica, a fin de
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que se enriquezca el estudio de esta materia, se desarrolle,
genere la crítica positiva y constructiva que de ella se pueda
derivar e incida directamente en la legislación existente, a fin
de hacerla cada vez más eficiente y equitativa, lo cual, como se
ha visto en unos pocos casos localizados, es algo, por decir lo
menos, necesario.
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